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Derechos Humanos, discapacidad 
y políticas públicas  

Elia Lázaro Jiménez1

Introducción 

La discapacidad data desde que el hombre existe, sin embargo, poco se ha 
investigado, estudiado y atendido en nuestro país. Si bien las políticas 
públicas tienen como objetivo asegurar el goce pleno de los derechos de 
las personas con discapacidad y sus familias, consideramos necesario re-
flexionar sobre las políticas públicas en materia de discapacidad. 

Por ello, el presente artículo aborda, inicialmente, la definición de polí
ticas públicas para después vincularla con la discapacidad desde el enfoque 
de los Derechos Humanos. 

Se presenta de manera cronológica como el Estado ha generado pro-
gramas, acciones y políticas encaminadas en la atención de necesidades y 
demandas de este sector de la población, desarrollo en el que se aprecia de 
manera general los avances y cambios en cuanto a la atención de las per-
sonas con discapacidad y como la política pública es limitada con respec-
to a la participación activa de las personas con discapacidad. 

Es a partir de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad que el Estado va creando el marco normativo y los programas 
de acción dirigidos a este colectivo, no obstante los esfuerzos realizados, 
aún falta mucho por hacer, como lo señala la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU) en los señalamientos hechos a México con respecto al cum-
plimiento de la convención.

Desarrollo 

Iniciaremos por conceptualizar las políticas públicas retomando a Vélez 
quien señala que pueden ser consideradas como:

1  Máster Universitario Europeo en Discapacidad, integrante del Comité de Atención a Per-
sonas con Discapacidad de la Universidad Nacional Autónoma de México y Profesora de Carre-
ra de Tiempo Completo Definitiva de la ENTS. Correo electrónico: elia.lazaro@comunidad.unam.
mx. Tel. 56 22 87 81.
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192	 elia lázaro jiménez

“el conjunto coherente de principios, objetivos, estrategias y planes de acción, 
que identifican, comprenden y abordan las problemáticas de una sociedad 
(económicas, políticas, sociales, culturales, ambientales, tecnológicas) o con-
diciones de un grupo poblacional o comunidad, con el fin de darles solución 
o mejorar las condiciones de vida a partir de la acción colectiva, en el marco
de un proyecto democrático de sociedad” (Vélez, 2008). 

Por otra parte, William Jenkins las def﻿ine como:

“[...] un conjunto de decisiones interrelacionadas tomadas por un actor o gru-
po de actores políticos preocupados por elegir metas y medios para alcanzar-
las en una situación determinada, y en donde, en principio, los actores tienen 
el poder de alcanzar dichas metas” (Jenkins, 1978: 15).

Este conjunto de decisiones son tomadas por el Estado para dar res-
puesta a las demandas y necesidades de la sociedad, y en particular, la 
población con discapacidad, objetivo de nuestro estudio; es decir, el Estado 
elabora y aplica una serie de estrategias, programas y acciones que den 
respuesta a la problemática que presentan las personas con discapacidad 
tomando en cuenta la participación de este sector de la población como 
ciudadanos que son y que deben recibir solución a sus demandas de ma-
nera integral con enfoque social, de derechos y obligaciones de ambas 
partes.

Cuando hablamos que deben ser atendidos desde el enfoque social y de 
derechos, nos referimos al cumplimiento de los compromisos establecidos 
en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

“El enfoque de derechos busca superar las anteriores prácticas del desarrollo 
centradas en la identificación y satisfacción de las necesidades básicas de la 
población beneficiaria, y reemplazarlas por prácticas basadas en el reconoci-
miento de que toda persona es titular de unos derechos inherentes. El objetivo ya 
no es la satisfacción de necesidades, sino la realización de derechos (ONU, 2003).

En el caso de la discapacidad, el enfoque de Derechos Humanos ofrece 
una perspectiva desde los principios de dignidad humana, libertad, igual-
dad y no discriminación.

Por tanto, la política pública desde la óptica de los derechos implica 
equidad en la distribución de beneficios, y como señala la CEPAL (2002), 
estas características del enfoque de derechos se identifican estrechamente 
con las dimensiones del desarrollo humano, entendidas como: 
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•	 La potenciación, un aumento de la capacidad de las personas, la 
ampliación de sus opciones y con ello una mayor libertad. 

•	 La cooperación, que atiende a la compleja red de estructuras sociales 
a que pertenecen los seres humanos, los que valoran el sentido de 
pertenencia a una comunidad.

•	 La equidad, que hace referencia tanto a la capacidad básica como a 
las oportunidades.

•	 La sustentabilidad, que asocia el concepto de equidad y que exige 
profundos compromisos por la justicia social.

 La atención a las necesidades y demandas de las personas con disca-
pacidad no siempre se han satisfecho desde esta mirada, la cuestión de 
políticas públicas en materia de discapacidad, podemos decir que en Mé-
xico, han existido principalmente en la atención a la discapacidad visual, 
auditiva y educativa según nos muestra nuestra historia. 

Así tenemos que en el gobierno de Benito Juárez se crea la escuela para 
“sordomudos” en el año de 1966 denominada Escuela Municipal de Sor-
domudos, posteriormente llamada Escuela Nacional de Sordomudos, para 
su consolidación Juárez convoca a profesores interesados en la enseñanza 
de estos alumnos, a prepararse en horarios nocturnos, realizando sus prác-
ticas con los alumnos viviendo en el plantel, cuyos gastos de manutención 
serían a cargo del erario federal, en este mismo decreto se le da el carácter 
de Escuela Nacional de Sordos (SEP, 2010).

Por estos mismos años, también se crea la escuela para ciegos por ini-
ciativa de Ignacio Trigueros quien ocupaba el cargo de presidente munici-
pal del Ayuntamiento de la Ciudad de México, y que la escuela lleva su 
nombre (SEP, 2010).

Durante el Porfiriato se crea la enseñanza y escuelas especiales a raíz 
del artículo “Educación de la infancia anormal” realizado por Rodolfo de 
la Peña, jefe de enseñanza de primaria y normal, en dicho artículo refiere 
a una clasificación de niños, uno los que presentan un desarrollo regular y 
otro los que presentan diferencias en comparación a sus compañeros por 
mostrar una inferioridad física, intelectual o moral, y sostenía que si se les 
brindaba una educación especial, con métodos apropiados a sus necesida-
des, podrían adquirir educación.

Por iniciativa del Dr. Roberto Solís Quiroga, en 1935 se crea el Institu-
to Médico Pedagógico para brindar atención a niños con retardo físico y 
mental y “con su apertura se marca en la educación especial, el comienzo 
de la institucionalización de la atención a la infancia con discapacidad. Por 
tal motivo, actualmente se celebra dicho año como el momento histórico 
en que dio inició la educación especial en México” (SEP, 2010: 35).
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La creación de la Clínica de la Conducta en la que se atendía problemas 
de comportamiento de los niños, así como también el Instituto para la 
Rehabilitación de niños ciegos y débiles visuales.

En el gobierno de Carlos Salinas se crean los Centros de Atención Múl-
tiple (CAM) básico y laboral, y también se crean las Unidades de Servicio 
de Apoyo a la Educación Regular (USAER).

Es importante señalar que el candidato a presidente de la república 
Luis Donaldo Colosio, en su campaña política resalta que las personas con 
discapacidad son importantes, como puede observarse en las siguientes 
citas de uno de sus tantos discursos:

 “Quiero decirles hoy nuevamente, aquí en Aguascalientes, que mi compromi-
so es por combatir la desigualdad, por combatir la exclusión, por combatir 
—desde todos los frentes, en todos los grupos, en el país entero— la exclusión.

Me comprometo a ser persistente en el propósito de superar todo tipo de ex-
clusión, marginación y trato desigual, a los hombres y a las mujeres discapa-
citados de México.

Tenemos que poner un gran empeño en las tareas de rehabilitación —como 
aquí se dijo—, y tenemos que atender las propuestas que ustedes mismos nos 
han hecho; tenemos que prepararnos y tenemos que trabajar, para restituir en 
lo posible a cada uno de ustedes el pleno disfrute de las potencialidades del 
ser humano.

Además, creo —estoy convencido de ello— que debemos de esforzarnos para 
llevar a la práctica el derecho de los discapacitados al trabajo.

Ustedes han desarrollado cualidades y talentos especiales, y por ello los vuelve 
más útiles, ello les abre las puertas al trabajo productivo —como muy bien 
ustedes dijeron, en una de las intervenciones.

Qué importante que cada uno de ustedes esté capacitado para el trabajo, y qué 
importante que cada uno de ustedes esté en condiciones de obtener, de conse-
guir y de conservar un empleo digno”.2

2  Discurso pronunciado en la reunión con grupos de discapacitados en el salón “San Mar-
cos”, Aguascalientes, enero 27, 1994.
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A partir de este momento, los siguientes candidatos para ser presiden-
te de la República han tomado a las personas con discapacidad como una 
bandera política que les beneficia con votos para su elección.

Es a partir de Ernesto Cedillo Ponce de León que el tema de discapaci-
dad tiene presencia en los planes de desarrollo, y por ende, en las políticas 
públicas del país, sin que esto quiera decir que éstas se lleven a cabo en su 
totalidad.

En la gestión del presidente Cedillo (1994-1999) considerando las reco-
mendaciones que le hace a México la Organización de las Naciones Unidas, 
se formula el Programa Nacional para el Bienestar y la Incorporación al 
Desarrollo de las Personas con Discapacidad (desde la óptica de desarrollo 
social con base en los lineamientos de las normas uniformes de las Naciones 
Unidas para la Igualdad de Oportunidades de las personas con discapacidad 
de 1993), cuya importancia de dicho programa radicó en garantizar la in-
tegración educativa y social de las personas con discapacidad.

Otro evento que se realizó fue que, por primera vez, se llevara a cabo un 
registro de la población con discapacidad a través del censo de población 
a cargo del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, (INEGI) en 1995.

Durante la Administración de Vicente Fox (2000-2006) se creó la Oficina 
de Representación para la Promoción e Integración Social para Personas 
con Discapacidad (ORPIS), en cuyo seno se integró el Consejo Nacional Con
sultivo para la Integración de las Personas con Discapacidad (CODIS), con el 
propósito de impulsar, ejecutar, orientar y vigilar que los programas secto-
riales e institucionales en los ámbitos del trabajo, la educación, la salud, la 
integración social, a cargo de las dependencias y entidades en la Adminis-
tración Pública Federal, encauzaran sus esfuerzos y actividades hacia la 
atención y resolución de los problemas y necesidades de las personas con 
discapacidad, en el marco de sus respectivas atribuciones. 

También se publica la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discri-
minación en junio del 2003 en el Diario Oficial de la Federación. 

En esta administración se maneja el término de “personas con capaci-
dades diferentes” y surge la consiga de educación para todos como política 
educativa. 

En el año 2000 se realiza una reorganización territorial de la educación 
especial que consiste en reacomodar las Coordinaciones Regionales de Ope
ración de Servicios de Educación Especial (CROSEE) que inicialmente 
eran siete y se reducen a cinco coordinaciones. 

El modelo integral de educación que se tenía establecido se cambia por 
el modelo social de la discapacidad generando la educación inclusiva. 
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En el año 2006 se aprueba por las Naciones Unidas la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad y entra en vigor en mayo de 
2008, consta de un protocolo facultativo y 50 artículos.

Posteriormente, en el sexenio de Felipe Calderón (2006-2012), se pro-
duce un gran acontecimiento en torno a la discapacidad tanto a nivel inter
nacional, como nacional. El Estado mexicano firmó la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo el 
30 de marzo de 2007, la importancia de este tratado internacional para el 
tema que estamos desarrollando radica en que, de acuerdo con el artículo 
4 sobre Obligaciones generales, los Estados Partes se comprometen a:

“La elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer efectiva la 
presente Convención, y en otros procesos de adopción de decisiones sobre 
cuestiones relacionadas con las personas con discapacidad, los Estados Partes 
celebrarán consultas estrechas y colaborarán activamente con las personas 
con discapacidad, incluidos los niños y las niñas con discapacidad, a través de 
las organizaciones que las representan” (Convención, 2006).

La Ley para las Personas con Discapacidad del Distrito Federal estable-
cía en su artículo 6o.: 

“El Jefe de Gobierno del Distrito Federal constituirá el Consejo Promotor para 
la Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad, el cual será un 
órgano de consulta y asesoría para establecer acciones específicas de concer-
tación, coordinación, planeación y promoción de los trabajos necesarios, para 
garantizar condiciones favorables a las personas con discapacidad [...]”.

La base para las acciones emprendidas en el seno del Consejo Promotor 
es el Programa de Desarrollo e Integración para las Personas con Discapa-
cidad del Distrito Federal, cuya coordinación y ejecución le fue confiada al 
Consejo en conjunto con el DIF-DF. Este último, por su parte, a fin de 
cumplir con la coordinación designada por el Jefe de Gobierno y en su 
carácter además de Secretaría Técnica del Consejo Promotor, y con funda-
mento en la Ley local, se coordinó con instituciones públicas y organiza-
ciones civiles, instalando siete grupos de trabajo en las temáticas:

1)	Accesibilidad y transporte.
2)	Deporte y recreación.
3)	Educación y cultura.
4)	Investigación y desarrollo tecnológico. 
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5)	Legislación y Derechos Humanos. 
6)	Rehabilitación laboral, capacitación y empleo. 
7)	Salud y rehabilitación.

Estos grupos de trabajo que, a su vez, formaron parte del Consejo Pro-
motor y fueron el objeto de estudio del presente apartado, se han encarga-
do de proponer y, en muchos casos, implementar acciones alineadas a la 
política pública local en materia de discapacidad” 

La creación del Instituto para la Integración al Desarrollo de las Perso-
nas con Discapacidad del Distrito Federal (INDEPEDI), es un organismo 
público descentralizado de la Administración Pública del Distrito Federal 
con personalidad jurídica y patrimonio propios, dotado de autonomía téc-
nica y capacidad de gestión. Sugiere la posibilidad de contar con una po-
lítica pública mejor estructurada en materia de discapacidad, pero también, 
presenta el reto de mantener la coordinación con las organizaciones de la 
sociedad civil participantes del Consejo Promotor.

 El actual gobierno de Peña Nieto (2012- 2018), plantea el enfoque de 
desarrollo humano y capacidades, el cual está centrado en las personas y 
sitúa la agencia humana en el eje del proceso. Su propósito es ampliar las 
capacidades humanas a partir de la expansión de las opciones que las per-
sonas tienen para vivir. En este contexto, sitúa principalmente a las que 
viven con algún tipo de discapacidad como beneficiarias del desarrollo y 
como agentes de progreso y cambio que lo hacen posible; esto significa que 
la potencialidad o posibilidad son condiciones esenciales para su desarro-
llo. Este proceso debe beneficiar a todos los individuos equitativamente y 
erguirse sobre la participación de cada uno de ellos.

La Política Pública Nacional de Discapacidad e Inclusión Social está 
conformada por cinco ejes estratégicos y 17 líneas de acción las cuales se 
presentan a continuación en la Tabla 14:

TABLA 14. EJES ESTRATÉGICOS Y LÍNEAS DE ACCIÓN

Eje estratégico Línea de acción

Eje 1. Trasformación de lo público Línea 1.1 Gestión pública
Línea 1.2 Gestión de la información 
Línea 1.3 Gestión del desarrollo normativo

Eje 2. Garantía jurídica Línea 2.1 Acceso a la justicia 
Línea 2.2 Igual reconocimiento como 

persona ante la ley
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Eje estratégico Línea de acción

Eje 3. Participación en la vida 
política y pública

Línea 3.1 Ejercicio de la ciudadanía 
Línea 3.2 Fortalecimiento del movimiento
 asociativo

Eje 4. Desarrollo de la capacidad Línea 4.1 Educación 
Línea 4.2 Salud 
Línea 4.3 Habilitación/rehabilitación 
Línea 4.4 Inclusión laboral y productiva 
Línea 4.5 Turismo 
Línea 4.6. Recreación, actividad física, 
educación física y deporte
Línea 4.7 Cultura 
Línea 4.8. Protección social

Eje 5. Reconocimiento  
de la diversidad

Línea 5.1 Igualdad y no discriminación 
Línea 5.2 Accesibilidad/diseño universal

Fuente: Plan Nacional Programa Nacional de Trabajo y Empleo para las Personas con Dis-
capacidad

Es así como el enfoque de derechos permite enmarcar la Política Pública 
Nacional de Discapacidad e Inclusión Social bajo una mirada integradora 
de las barreras del entorno que enfrentan las personas con discapacidad, 
no únicamente en la situación del individuo. Este enfoque de Derechos Hu
manos exige reconocer que todas las personas deben ser reconocidas como 
iguales ante la ley, merecen igual trato y respeto y deben poder gozar de los 
medios necesarios para vivir en condiciones autónomas y dignas. 

La formulación de una política pública a partir del enfoque de derechos, 
significa construir e implementar un modelo equitativo en la distribución de 
los beneficios, entendido como el derecho a la habilitación/rehabilitación in
tegral, derecho a la salud, derecho a la educación, derecho a la protección so
cial, derecho al trabajo, a la accesibilidad, al transporte, a la información y 
telecomunicaciones, a la cultura, a la recreación, al deporte, a la vivienda, 
a la participación en la vida política y pública entre otros, orientados al me
joramiento de las capacidades de las personas y la ampliación de sus opor-
tunidades. 

Hasta aquí se ha presentado de manera general lo que se ha hecho en 
nuestro país en materia de discapacidad. Ahora bien, es importante señalar 
las Observaciones finales (58) que hace el Comité sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad de la ONU en el año 2014 sobre el informe 
inicial de México,3 entre las que podemos mencionar se encuentra que:

3  Adoptadas por el Comité en su 12o. periodo de sesiones (15 de septiembre a 3 de octubre 
de 2014).

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/G7yS1m

DR © 2017. 
Universidad Nacional Autónoma de México-Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

https://www.unam.mx/-http://www.cndh.org.mx/



	 derechos humanos, discapacidad y políticas públicas� 199

—	La legislación civil de algunas entidades federativas todavía conten-
ga expresiones peyorativas para referirse a las personas con discapa-
cidad;

—	La falta de acciones para prevenir y combatir la discriminación in-
terseccional que enfrentan las mujeres y niñas con discapacidad;

—	El abandono infantil y la institucionalización de los niños y niñas 
con discapacidad;

—	La accesibilidad para las personas con discapacidad no aborda todos 
los aspectos contemplados en el artículo 9 de la Convención;

—	La ausencia de planes específicos de prevención y de protección y 
atención de las personas con discapacidad en situaciones de riesgo 
y emergencias humanitarias;

—	El escaso acceso a la justicia de personas con discapacidad de comu-
nidades indígenas; de mujeres y niñas con discapacidad víctimas de 
violencia y abuso;

—	La falta de protección de los niños y niñas con discapacidad ante la 
violencia y el abuso, la ausencia de protocolos para llevar registro, 
control y supervisión de las condiciones en que operan albergues, 
refugios o cualquier centro de estancia para niños y niñas con disca-
pacidad;

—	La esterilización de personas con discapacidad sin su consentimien-
to libre e informado;

—	La privación de libertad y abuso de migrantes con discapacidad in-
telectual y psicosocial en estaciones migratorias; 

—	La ausencia de una estrategia para la inclusión de las personas con 
discapacidad en la sociedad; 

—	Que el Código Civil del Estado restringe el derecho de algunas per-
sonas con discapacidad a casarse y su derecho a la custodia, la tute-
la y la guarda de sus hijos e hijas;

—	La persistencia del modelo de educación especial; 
—	La falta de escolarización de todos los niños y niñas con discapacidad;
—	La ausencia de accesibilidad de los centros educativos y de todos los 

materiales didácticos, incluidos los libros de textos en braille e intér-
pretes de lengua de señas;

—	La baja tasa de empleo de las personas con discapacidad, especial-
mente intelectual y psicosocial;

—	La ausencia de información sobre las condiciones de trabajo de las 
personas con discapacidad que han accedido al empleo;

—	La situación de mayor discriminación que enfrentan las mujeres y las 
personas indígenas con discapacidad en el acceso al mercado laboral
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—	La ausencia de mecanismos para hacer cumplir la cuota laboral del 
3% en el sector público a favor de las personas con discapacidad;

—	Falta de reglamentación sobre la aplicación de ajustes razonables 
para personas con discapacidad en el ámbito laboral tanto público 
como privado;

—	La denegación del derecho al voto de las personas con discapacidad 
intelectual y psicosocial, y por el hecho de que los procedimientos, 
instalaciones y materiales electorales no sean accesibles;

—	Que el Estado no haya ratificado el Tratado de Marrakech para Fa-
cilitar el Acceso a las Obras Publicadas a las Personas Ciegas, con 
Discapacidad Visual o con Otras Dificultades para Acceder al Texto 
Impreso, y 

—	No cuenta con datos estadísticos actualizados acerca de la situación 
de las personas con discapacidad.

El Estado mexicano responde que incorpora la estrategia de México 
Incluyente en el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, el cual contempla 
dos estrategias orientadas a impulsar a las organizaciones sociales que 
promuevan la inclusión, y el respeto de los derechos de las personas con 
discapacidad, y a establecer mecanismos que garanticen el acceso de las 
personas con discapacidad a acciones, proyectos y programas de desarro-
llo social. Además, elabora las siguientes leyes y programas:

—	Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad. 
—	Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 
—	Estatuto Orgánico del Consejo Nacional para el Desarrollo y la In-

clusión de las Personas con Discapacidad (CONADIS).
—	Programa Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas 

con Discapacidad. 
—	Programa Nacional de Trabajo y Empleo para Personas con Disca-

pacidad.

En la actualidad, las políticas públicas en materia de discapacidad se 
rigen por el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 y el Programa Nacional 
para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad 2014-
2018, y el Programa Nacional de Trabajo y Empleo para las Personas con 
Discapacidad, que a continuación se presentan de manera resumida: 
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PROGRAMA NACIONAL PARA EL DESARROLLO  
Y LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD (2014-2018)

Objetivos Estrategias

1.Incorporar los 
derechos de las 
personas con 

discapacidad en los 
programas o acciones 
de la administración 

pública.

Instrumentar una política de Estado en Derechos 
Humanos de las personas con discapacidad.

Impulsar a las organizaciones sociales que promuevan la 
inclusión y el respeto de los derechos de las personas 
con discapacidad.

Establecer mecanismos que garanticen el acceso de las 
personas con discapacidad a acciones, proyectos y 
programas de desarrollo social.

Promover, aplicar y dar seguimiento a los instrumentos 
internacionales en materia de discapacidad.

Fomentar acciones para captación, producción, 
procesamiento, sistematización y difusión de 
información estadística para consolidar el Sistema 
Nacional de Información sobre Discapacidad.

Promover la inclusión social de todas las personas 
impulsando acciones en las entidades federativas  
y los municipios para el cumplimiento de la  
Convención y Ley General para la Inclusión de las 
Personas con Discapacidad (LGIPD) incluyendo  
zonas rurales e indígenas.

2. Mejorar el acceso 
de las personas con 
discapacidad a los 

servicios de salud, así 
como, a la atención de 

salud especializada.

Disminuir la discapacidad por enfermedades y lesiones, 
mediante detección, diagnóstico temprano, intervención 
oportuna y rehabilitación, en servicios de salud.

Fortalecer y mejorar la calidad de los servicios de salud 
para las personas con discapacidad.

 Garantizar a la población con discapacidad el acceso a la 
cobertura en salud del Sistema de Protección Social en 
Salud (SPSS).

Impulsar acciones especializadas para la atención de la 
salud de las personas con discapacidad.

Prevenir y atender la discapacidad en las personas adultas 
mayores en términos de nutrición, actividad física, 
lesiones no intencionales, prevención de caídas  
y salud mental.

Promover la inclusión social de las personas con 
discapacidad intelectual o mental, mediante modelos, 
normas o protocolos para su atención.

Fomentar la cultura de protección civil, incluyendo a las 
personas con discapacidad.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/G7yS1m

DR © 2017. 
Universidad Nacional Autónoma de México-Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

https://www.unam.mx/-http://www.cndh.org.mx/



202	 elia lázaro jiménez

Objetivos Estrategias

Promover el diseño e 
instrumentación de 

programas y acciones 
que mejoren el acceso 

al trabajo de las 
personas con 
discapacidad.

Promover la inclusión laboral de las personas con 
discapacidad sin discriminación, en igualdad de 
oportunidades y con equidad.

Promover prácticas de igualdad de oportunidades en el 
ámbito laboral, público y privado, para las personas con 
discapacidad.

Promover y apoyar la creación de empresas sociales  
y el autoempleo de las personas con discapacidad.

Promover la inclusión laboral de las personas con 
discapacidad en zonas rurales o indígenas, y de los 
connacionales con discapacidad repatriados.

Vincular a las personas con discapacidad con esquemas 
de atención e instituciones que promuevan su inclusión 
o capacitación laboral.

Incrementar la participación de las mujeres con 
discapacidad al trabajo remunerado.  

Impulsar acciones integrales que permitan a las personas 
con discapacidad incorporarse al mercado laboral  
y desarrollar habilidades para el autoempleo. 

Fortalecer la 
participación de las 

personas con 
discapacidad en la 

educación inclusiva 
y especial, la cultura, 

el deporte y el 
turismo.

Impulsar políticas educativas inclusivas para favorecer el 
acceso, permanencia y conclusión de las personas con 
discapacidad en todos los tipos, modalidades y niveles.

Promover programas o acciones que fortalezcan la 
inclusión educativa de las personas con discapacidad.

 Incentivar la investigación, el desarrollo científico y 
tecnológico de y para las personas con discapacidad.

Promover la inclusión de las personas con discapacidad  
a la vida comunitaria a través de acciones de arte  
y cultura.

Garantizar el derecho de las personas con discapacidad  
al disfrute de la oferta artística, y al desarrollo de sus 
capacidades en la materia.

Promover la accesibilidad de las personas con 
discapacidad a los servicios y destinos turísticos.

Promover a través del Sistema Nacional del Deporte el 
derecho a la práctica de actividades físicas, deporte 
adaptado o paralímpico.

Incrementar la 
accesibilidad en 

espacios públicos o 
privados, el transporte 
y las tecnologías de la 
información para las 

personas con 
discapacidad.

 Impulsar la construcción de vivienda accesible para 
personas con discapacidad y sus familias.

 Garantizar financiamiento o subsidio a PCD de zonas 
urbanas, rurales indígenas o en pobreza, para adquirir 
vivienda accesible.

Garantizar el derecho de las personas con discapacidad,  
a la accesibilidad, diseño universal, transporte,  
y tecnologías de información y comunicación.
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Objetivos Estrategias

Promover acciones para la accesibilidad y comunicación 
en instalaciones públicas de programas sociales, 
educación, salud, justicia, cultura, deporte y turismo

Armonizar la 
legislación para 

facilitar el acceso a la 
justicia y la 

participación política 
y pública de las 
personas con 
discapacidad.

Promover el cumplimiento de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad.

Impulsar acciones para proteger los derechos de personas 
con discapacidad recluidas en instituciones públicas o 
privada.

Establecer mecanismos que promuevan y faciliten el 
acceso a la justicia de las personas con discapacidad.

Garantizar la participación política de las personas con 
discapacidad.

Promover acciones afirmativas, con participación social, 
para proteger a las personas con discapacidad contra 
toda forma de violencia o abuso de sus derechos.

PROGRAMA NACIONAL DE TRABAJO Y EMPLEO  
PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

1. Lograr la 
conciliación 

entre 
normatividad, 

políticas 
públicas y 
programas 

institucionales, 
para garantizar 
el trabajo digno 
de las personas 

con discapacidad.

2. Fortalecer la 
inclusión laboral 
de personas con 

discapacidad, 
basada en 

habilidades y 
competencias 

laborales.

3. Favorecer 
condiciones que 

permitan el 
acceso de las 
personas con 

discapacidad a 
la formación, 
capacitación y 
adiestramiento 
para el trabajo

4. Garantizar un 
entorno laboral 
favorable, con 
opciones de 

acceso, 
desarrollo y 

permanencia sin 
discriminación 

hacia las 
personas con 
discapacidad.

5. Facilitar la 
cooperación con 

organismos 
internacionales 

para la 
investigación y 

el acceso a 
conocimientos 

científicos y 
técnicos de la 
discapacidad.

–	 Estrategia del 
PND con la 
que se alinea 
1.5.4 

–	 Objetivo del 
PSTyPS con  
el que se 
alinea 1 

–	 Objetivo del 
PSDS con el 
que se alinea

–	 Estrategia del 
PND con la 
que se alinea 
2.2.4 

–	 Objetivos del 
PSTyPS con 
los que se 
alinea 1 y 3 

–	 Objetivo del 
PSDS con el 
que se alinea 4

–	 Estrategia del 
PND con la 
que se alinea 
3.2.1 

–	 Objetivo del 
PSTyPS con el 
que se alinea 
3 

–	 Objetivo del 
PSE con el 
que se alinea 3

–	 Estrategia del 
PND con la 
que se alinea 
4.3.2 

–	 Objetivo del 
PSTyPS con el 
que se alinea 3 

–	 Objetivo del 
PSTyPS con el 
que se alinea 3 

–	 Objetivo del 
PSE con el 
que se alinea 3

–	 Estrategia del 
PND con la 
que se alinea 
5.1.6 

–	 Objetivo del 
PSTyPS con el 
que se alinea 1 

–	 Objetivo del 
PSTyPS con el 
que se alinea 3 

–	 Objetivo del 
PSTyPS con el 
que se alinea 3 

–	 Objetivo del 
PSE con el 
que se alinea
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Finalmente, consideramos que aun cuando se ha avanzado en la instru-
mentación de algunas políticas públicas, todavía hay mucho por hacer, 
principalmente en la sensibilización de las autoridades públicas y guberna
mentales, y de la sociedad civil sobre el tema discapacidad, lo que implica 
que México tenga el compromiso de hacer valer los derechos de las perso-
nas con discapacidad. 

Conclusiones 

En el pasado se han venido manejando los siguientes modelos con relación 
a la discapacidad: 

1. El modelo médico, preocupado por conocer y profundizar en las 
distintas enfermedades y afecciones, sus implicaciones y complicaciones, 
se ha especializado en un sólo aspecto: la salud. 

Este enfoque se centra en la discapacidad y sus consecuencias a nivel 
fisiológico, lo que le ha impedido “mirar a la persona”. Por lo tanto, no la 
reinserta con todas sus potencialidades en la sociedad, lo que inevitable-
mente conlleva a su deterioro físico, psicológico, emocional y económico. 

2. Los modelos asistencialistas, basados en los programas que ofrecen 
ayuda económica o en especie, lejos de ofrecer herramientas para que los 
individuos se rehabiliten y se reincorporen a la sociedad, los instalan en la 
mendicidad y los condenan a una lenta agonía, llena de dolor y pobreza a 
la que arrastran a sus familias. 

3. El modelo social, enfocado en demostrar que la persona con disca-
pacidad vive en un ambiente inadecuado que le hace experimentar una 
serie de desventajas, tampoco se centra en la persona; se ha especializado 
en su entorno. 

Desafortunadamente, nos encontramos a décadas de lograr la accesibi-
lidad plena en México, y muy lejos de conseguir que el modelo social per-
mee a todas las capas de la sociedad y llegue a todos los rincones del país, 
mientras que cada minuto nacen y se hacen personas con discapacidad que 
no pueden esperar. 

Este modelo enfatiza el cumplimiento de sus derechos, pero deja de 
lado las obligaciones y las responsabilidades que las personas con disca-
pacidad tienen para consigo mismas y con su país. 

Con la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapaci-
dad se plantea un nuevo paradigma de promoción y protección de los de-
rechos de las personas con discapacidad, e implica la necesidad de revisar 
la orientación de las políticas públicas en distintos ámbitos y la incursión 
en áreas y derechos en lo que a las personas con discapacidad se refiere. 
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Situar la discapacidad en la esfera de los Derechos Humanos y la no 
discriminación. Reconocer a la persona con discapacidad como titular de 
derechos. Para ello, hay que definir derechos, dotarlos de contenido mate-
rial, hacerlos vinculantes, exigibles, universales, y regular mecanismos efi-
caces y rápidos de protección y tutela que garanticen su accesibilidad.

Por lo tanto, debe formularse una nueva política sobre discapacidad 
para comenzar a visibilizar la participación de las personas con discapaci-
dad como elemento clave para la legitimación de dichas políticas en la vida 
práctica, desde la perspectiva del enfoque de derechos y con ello suplir el 
déficit que sufren todavía muchas personas con discapacidad. 

Proponer al Estado en materia de discapacidad que sitúe, definitiva-
mente, esta realidad entre los asuntos relevantes de la agenda política. 

Dar seguimiento es fundamental para garantizar que las intervenciones 
de política se vean reflejadas en un cambio positivo en el bienestar de las 
personas con discapacidad. 

Para el éxito de las políticas públicas es preciso incorporar el principio 
básico universal: Nada de las personas con discapacidad sin las personas 
con discapacidad.

Fuentes de información 

Asamblea General de Naciones Unidas, Convención sobre los derechos de 
las personas con discapacidad. Nueva York, ONU, 2006.

Asatasshvill, Aleksi, et al., “La Situación de México frente a los Compromi-
sos Internacionales”, en Panorama Actual de los Derechos Humanos de 
las Personas con Discapacidad. México, CNDH, 2003.

Ávila Rendón, C., Gil Obando, L., López López, A., y Vélez Álvarez, C., Po­
líticas públicas y discapacidad: participación y ejercicio de derechos (1. 
(.-4.-8. Investigaciones Andina, Ed.), 2011.

Campoy Cervera, Ignacio (ed.) Los derechos de las personas con discapa­
cidad: perspectivas sociales, políticas jurídicas y filosóficas. Madrid, Dy-
kinson, 2004.

CEPAL, Informe sobre discapacidad en Latinoamérica. CEPAL, 2011.
Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, Observacio-

nes finales sobre el informe inicial de México, 27 de octubre de 2014.
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Contreras Ortega, M., Seguimiento y medición de compromisos de Estado 

en políticas públicas en discapacidad, 2010.
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 2006.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/G7yS1m

DR © 2017. 
Universidad Nacional Autónoma de México-Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

https://www.unam.mx/-http://www.cndh.org.mx/



206	 autor

INEGI, Las personas con discapacidad en México, una visión al 2010. Mé-
xico, INEGI, 2013.

Jenkins, William, Policy analysis: a political and organization perspective, 
Inglaterra, Mortin Robertson and Company, 1978, p. 15. 

Jenkins, William, La formulación de políticas en la OCDE: ideas para Amé­
rica Latina, Banco Mundial, 2010, p. 10.

Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad.
Ley para las Personas con Discapacidad en el Distrito Federal (derogada). 
Ley para la Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad del 

Distrito Federal.
Maza Calviño, Emma, Derechos Humanos en México: retórica sin compro­

miso. México, FLACSO, 2009.
Naciones Unidas, Declaración Universal de los Derechos Humanos, 2012.
Nueva Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de mayo de 

2011.
OMS, BM, Informe mundial sobre la discapacidad. Ginebra, Organización 

Mundial de la Salud, 2001.
Palacios, Agustina, El modelo social de discapacidad: orígenes, caracteriza­

ción y plasmación en la Convención Internacional sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad. Grupo editorial CINCA, 1a. ed., julio, 
2008.

Salinas Amescua, Bertha y Amador Pérez, Silvia, Participación e incidencia 
de la sociedad civil en las políticas educativas: el caso mexicano. Buenos 
Aires, Fundación Laboratorio de Políticas Públicas, Foro Latinoameri-
cano de Políticas Educativas, 2007. 

STPS, Programa nacional para la inclusión de las personas con discapacidad 
2014-2018. México, D. F., DOF, 4 de abril de 2014. 

Varonne, F., Análisis y gestión de políticas públicas. Barcelona, España, 
Book Print Digital, 2008.

Velásquez Gavilanes, R., “Hacia una nueva definición del concepto ‘políti-
ca pública’”, en revista Desafíos, Bogotá, Colombia, 2009.

Vieira, J., El estudio de las políticas públicas. Teoría(s) de las políticas públi­
cas, 2011. Recuperado el 1 de febrero de 2013. 

Vélez-Álvarez, C., Políticas públicas, en clase Nd, editor. Módulo de Políticas 
Públicas y Discapacidad. Universidad Autónoma de Manizales, Comu-
nidad Académica Cuerpo-Movimiento, Maestría en Discapacidad, 2008.

Verdugo Alonso, M. Á., Servicio de información sobre discapacidad (J. d. 
Urríes, Ed.). Recuperado el 10 de marzo de 2016, de Investigación, 
innovación y cambio: V Jornadas Cientificas de Investigación sobre 
personas con discapacidad.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/G7yS1m

DR © 2017. 
Universidad Nacional Autónoma de México-Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

https://www.unam.mx/-http://www.cndh.org.mx/



	 artículo� 207

 Verdugo Alonso, Miguel Ángel, INICO. Recuperado el noviembre de 2015, 
de Instituto Universitario de Integración en la Comunidad, 2011.

 Vite Pérez, M., La discapacidad en méxico desde la vulnerabilidad social (B. 
J. UNAM, Ed.) POLIS, 8 (2), 2012, pp. 153-173. 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Organiza-
ción de las Naciones Unidas, 2006.

Las personas con discapacidad en México. Una visión al 2010. Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía (INEGI), 2010.

Informe inicial de México sobre el cumplimiento de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad. Dirección general de dere-
chos humanos y democracia. Secretaria de relaciones exteriores. 1a. 
ed., 2011.

Decreto por el que se aprueba el Programa Nacional para el Desarrollo y la 
inclusión de las Personas con Discapacidad 2014‐2018. Secretaría de 
Desarrollo Social, Diario Oficial de la Federación, 2013.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/G7yS1m

DR © 2017. 
Universidad Nacional Autónoma de México-Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

https://www.unam.mx/-http://www.cndh.org.mx/




